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Reunidas las exigencias especiales, contenidas en el artículo 86 de la 
Constitución Política, en concordancia con lo establecido en los artículos 14 y 37 del 
Decreto 2591 de 1.991, el Juzgado ADMITE la presente Acción de Tutela instaurada 
por Myriam Soraya Useche Ardila contra la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social- UGPP. En 
consecuencia, 

 
DISPONE: 

 
1.- VINCULAR al Ministerio del Trabajo, a Colpensiones, a la Comisión 

Nacional del Servicio Civil y por conducto de esta a aquellas personas que 
conforman la lista de elegibles publicada mediante la Resolución No.223 del 5 de 
enero de 2023, para lo cual, deberá fijarse un aviso en la página web de la referida 
entidad convocada, dando publicidad al presente auto  

  
2.- ORDENAR la notificación del presente proveído a la autoridad 

encartada y a los vinculados, de conformidad con el artículo 19 ibídem, 
comuníqueseles que deben rendir informe de acuerdo con sus competencias y 
facultades frente a los hechos que fundamentan la acción, anexando la 
documentación pertinente.   

  
Lo anterior deberán efectuarlo en el término de un (1) día, so pena de 

responsabilidad, remitiendo su respuesta o comunicación al correo institucional del 
juzgado. 

 
Prevéngaseles sobre la omisión injustificada al requerimiento precedente 

y sus consecuencias de orden legal conforme a los artículos 19 y 20 ídem.  
 
3.- NEGAR la medida provisional (medida cautelar) dirigida a que se 

ordene a la UGPP, mantener a la accionante en el cargo que ocupa actualmente en 
razón a su calidad de pre pensionada. El despacho precisa que acorde con la 
finalidad protectora de la acción de tutela, las medidas provisionales1 buscan hacer 

 
1 El artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 señala: 
 “Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo 
considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o 
vulnere. 
Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar 
perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para 
proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. 
La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio 
más expedito posible.  
El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a 
proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad 
con las circunstancias del caso. 
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efectiva dicha protección, cuando de esperarse a la culminación del proceso, las 
decisiones que se adopten en el fallo podrían resultar ineficaces, es decir, buscan 
conjurar de manera previa al fallo, un peligro o vulneración que se está presentando 
o que se percibe como de inminente ocurrencia y que no da tiempo a esperar por un 
fallo definitivo. 

 
Sobre el particular, la Corte Constitucional señala que: 
 
 “La protección provisional está dirigida a: i) proteger los derechos de los 
demandantes con el fin de impedir que un eventual amparo se torne ilusorio; ii) 
salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran en discusión o en 
amenaza de vulneración; y iii) evitar que se produzcan otros daños como 
consecuencia de los hechos objeto de análisis en el proceso, perjuicios que no se 
circunscriben a los que pueda sufrir el demandante. De ahí que, el juez está 
facultado para “ordenar lo que considere procedente” con arreglo a estos fines 
(inciso 2º del artículo transcrito). Las medidas provisionales cuentan con 
restricciones, debido a que la discrecionalidad que entraña su ejercicio no implica 
un poder arbitrario u omnímodo. Por ello, la expedición de esa protección cautelar 
debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada”2. 
 
Ahora, el decreto de las medidas provisionales solo se justifica ante 

hechos evidentemente amenazadores y lesivos para los derechos fundamentales del 
accionante, que en caso de no decretarse podría hacer aún más gravosa su situación; 
pues, de no ser así, la medida no tendría sentido y el accionante debería esperar los 
términos preferenciales que estableció el ordenamiento para resolver de fondo la 
tutela. Es así como al analizar las precisas circunstancias del caso en estudio, el juez 
determinará si es o no necesaria la adopción de medidas previas a las definitivas del 
fallo. 

 
Así, el despacho considera que para establecer si es viable decretar la 

medida solicitada por la accionante, es necesario indagar si la vulneración del 
derecho fundamental señalado por la parte actora se evidencia de forma manifiesta, 
si los fundamentos fácticos tienen un principio de prueba sobre su ocurrencia y, si 
la medida solicitada tiene el efecto útil de proteger el derecho que se busca tutelar. 
Lo anterior por cuanto la procedencia de la medida cautelar pende de la 
demostración o de la inminencia a una vulneración de un derecho fundamental, 
para prevenirla, o de su vulneración actual, para hacerlo cesar.   

 
Por lo cual, el Despacho no encuentra procedente el decreto de la medida 

cautelar deprecada, si se tiene en cuenta que del análisis de los hechos y las pruebas 
que se aportó con la solicitud de tutela, no se advierte para este momento, 
vulneración inminente de los derechos del accionante, que permitan concluir la 
necesidad de decretar una medida provisional antes de resolverse en esta instancia 
la tutela que se presentó. 

 
Por consiguiente, no resulta necesario decretar la medida provisional en 

este momento, dado que no se observa que con ella se pueda evitar una situación 
más gravosa de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados, por lo que 
se negará. 

 
 
4.- TENER como pruebas las aportadas con la tutela y las demás que 

surjan de las anteriores y que se consideren conducentes para el total esclarecimiento 
de los hechos que originaron el ejercicio de la presente acción. 

 
El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la 
autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado”.  
2 Corte Constitucional, sentencia T-103-18, Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RÍOS 
 



 
5.- NOTIFICAR la presente decisión a las partes, por el medio más 

expedito y eficaz, esto es, mediante oficio, telegrama o correo electrónico. 
 

CÚMPLASE, 
 

FABIOLA PEREIRA ROMERO  
JUEZ 

 
 

DAQL 

 

 

 


